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Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida el 29 de diciembre de 2000 por el Tribunal Contencioso Administrativo de Caldas, Sala Segunda de Descongestión, Sede Medellín, que negó las pretensiones de la demanda.   

I. ANTECEDENTES

1. Pretensiones

El 19 de noviembre de 1998, en ejercicio de la acción de reparación directa prevista en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, por intermedio de apoderado judicial, la señora Amparo Jaramillo Castro y el señor Álvaro Alarcón Tavera, en nombre propio y en representación de la menor Manuela Alarcón Marulanda, presentaron demanda contra el Instituto de Seguros Sociales (en adelante I.S.S.), con base en las siguientes pretensiones (fls. 69 a 87, c. 1): 

“1.- Declárese al Instituto de Seguros Sociales Seccional Caldas administrativamente responsable de la muerte de la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo, ocurrida el día 9 de febrero de 1998, y por consiguiente de la totalidad de daños y perjuicios ocasionados tanto a Amparo Jaramillo Castro –madre-, Álvaro Alarcón Tavera –compañero- y a Manuela Alarcón Marulanda –hija-.

II).- Que como consecuencia de las anteriores declaraciones, se hagan las siguientes o similares condenas:

1.- Perjuicios morales: 

a).- Pagar a cada uno de los demandantes, indemnización por los daños y perjuicios morales, ocasionados con la muerte de Luz Adriana Marulanda Jaramillo, en las circunstancias de tiempo, modo y lugar determinadas en los hechos del presente libelo demandatorio (sic).

Se reclama para cada uno de los actores el equivalente a mil gramos (1000) oro, al precio en que se encuentre en la fecha de la ejecutoria de la sentencia y de conformidad con la certificación que en tal sentido expida el Banco de la República.

2.- Perjuicios materiales:

a).- Daño emergente:

Para la señora Amparo Jaramillo Castro y Álvaro Alarcón Tavera, la totalidad de los perjuicios materiales (daño emergente), que les causó la muerte de Luz Adriana Marulanda Jaramillo, los cuales estimo en la suma de cuatro millones de pesos ($4.000.000) moneda corriente, como producto de los gastos médicos, consultas a especialistas y de transporte a la ciudad de Manizales.

b).- Lucro cesante:

Para efectos de determinar el lucro cesante se tendrá en cuenta el salario mínimo vigente a la fecha de ocurrencia del deceso, la vida probable de la occisa, la vida probable de Amparo Jaramillo Castro –madre-, Manuela Alarcón Marulanda –hija- y Álvaro Alarcón Tavera –compañero-.

3.- Todas las sumas liquidadas que se determinen de cargo de la entidad demandada deberán ajustarse a su valor, conforme a lo previsto en el artículo 178 del Código Contencioso Administrativo, y que además devengarán intereses corrientes y de mora conforme a lo previsto en el artículo 177 de mismo estatuto.

4.- La entidad demandada deberá dar cumplimiento a la sentencia que en su contra se dicte en los términos contemplados en el artículo 176 del Código Contencioso Administrativo. 

5. Que se condene en costas a la entidad demandada” (fls. 76 a 78, c. 1). 

2. Fundamentos de hecho

2.1 La señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo se encontraba afiliada al I.S.S. en calidad de trabajadora dependiente desde el 17 de noviembre de 1992, por lo que en julio de 1997 solicitó una cita médica en el I.S.S. “por presentar un problema de gastritis, donde le formularon unas ampollas, que le fueron aplicadas irregularmente en la misma institución” (fl. 72, c. 1).
2.2 Debido a que una de las inyecciones, aplicada en el glúteo izquierdo, se enquistó, la señora Marulanda acudió en varias oportunidades al I.S.S., a fin recibir atención médica.

2.3 Sin embargo, luego de varios períodos de hospitalización, suministro de antibióticos, la realización de tres cirugías y exámenes médicos, “Luz Adriana evoluciona negativamente y empieza a presentar vómitos, fiebres altas, dolores fuertes en las piernas y en la cabeza y orina espumosa; es por estos síntomas que es trasladada al Hospital de Caldas, para realizársele un TAC, donde es remitida luego al Hospital Santa Sofía, allí le son recetadas unas ampolletas, pero el seguro no las tenía en el momento, y la familia de Luz Adriana, tanto su madre como su compañero no contaban con los recursos económicos suficientes para conseguirlas; por lo que deciden tratarla en el Seguro Social con antibióticos” (fl. 74, c. 1).

2.4 “El 9 de febrero de 1998, la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo fallece a causa de una meningitis bacteriana, como consecuencia de una infección resultado de un mal tratamiento, error en el diagnóstico y falta de atención [médica] oportuna” (fl. 75, c. 1).

3. Oposición a la demanda

Mediante escrito presentado el 10 de marzo de 1999 (fls. 190 a 199, c. 1)
, el I.S.S. contestó la demanda y se opuso a todas y cada una de las pretensiones. Para el efecto, precisó: 

“En la historia clínica de la paciente no se encontró que hubiera consultado en el mes de julio de 1997 como tampoco se halló registro sobre formulación de algunas ampollas para controlar la gastritis y por ende no puede expresarse que las inyecciones le fueron ‘aplicadas irregularmente’.
(…)
Hay absoluta claridad en que la causa última de su muerte fue una meningitis bacteriana, pero su verdadera enfermedad de base aún no fue aclarada, porque ésta no parece por el solo hecho de realizarse un colgajo glúteo en cuya zona ya se había esterilizado el tejido (según lo demuestra el cultivo del 26 de enero de 1998) y máxime si se considera que la paciente venía recibiendo antibióticos sistémicos previamente.

Los leucogramas mostraron una importante supresión con recuentos que datan de 4.600 (16 de enero de 1998 antes de su cuadro neurológico) a 2800 (4 de enero de 1998) y 3200 (6 de enero de 1998) que hacen pensar igual que su resistencia y persistencia a la curación glútea, que había una enfermedad de base inmunosupresora.

El seguimiento constante por especialistas (cirujanos generales, cirujano plástico, ortopedistas, neurólogo, anestesiólogo y hematólogo) desvirtúan el concepto de irregularidad y mal tratamiento. Además hubo soporte en ayudas de laboratorio (cuadros hemáticos sucesivos, cultivos de la úlcera glútea, biopsias, TAC cerebral y punción lumbar), para tratar de dilucidar su enfermedad de base y complicaciones secundarias.

Los antibióticos formulados Ciprofloxacina I.V. 400 mg. día, entre otros fueron los sugeridos por el antibiograma realizado el 20 de enero de 1998.
(…)
Se dice que faltó  ‘atención oportuna’, aseveración totalmente falsa, ya que cada vez que Luz Adriana Marulanda se presentó a consulta, con o sin cita previa, tanto en los servicios de medicina general en el CCA de Chinchiná, como en el servicio de urgencias y en las distintas especialidades en la Clínica Villapilar, fue atendida en debida forma y hospitalizada tanto en nuestra clínica en Manizales como en el Hospital San Marcos de Chinchiná”  (fl. 196, c. 1).
4. Alegatos de conclusión en primera instancia

El 30 de marzo de 2000 (fl. 227 a 231, c. 1), el I.S.S. reiteró los argumentos expuestos en la contestación de la demanda. 
5. Concepto del Ministerio Público 

En escrito presentado el 26 de abril de 2000 (fls. 233 a 246, c. 1), el Ministerio Público manifestó que, de acuerdo con las pruebas que obran en el expediente, la señora Marulanda Jaramillo falleció como consecuencia de una enfermedad denominada meningitis bacteriana. Sin embargo, a su juicio, no está probado que la víctima “no fue atendida en forma correcta o que el desenlace se produjo por negligencia, incuria o imprudencia de los médicos tratantes, por el contrario la historia clínica, tal como lo relata el apoderado del I.S.S. en la contestación de la demanda, demuestra una atención oportuna” (fl. 244, c. 1).
Al respecto, agregó que, aunque el tribunal a quo decretó el dictamen pericial solicitado por la parte demandante a fin de determinar si el tratamiento médico suministrado a la señora Marulanda Jaramillo fue adecuado, la prueba no se practicó, razón por la que, en su criterio, el proceso “debe culminar con un fallo absolutorio, ante las dudas que existen sobre la incidencia de las falencias señaladas por el demandante en el daño que se pretende resarcir, lo que significa, en otros términos, que no se demostró cabalmente la relación causal que debe existir entre la falta del servicio y el perjuicio causado”  (fl. 244, c. 1).
6. Sentencia recurrida
Mediante sentencia del 29 de diciembre de 2000 (fls. 248 a 270, c. ppal.), el Tribunal Contencioso Administrativo de Caldas, Sala Segunda de Descongestión, Sede Medellín, negó las pretensiones de la demanda.

Para sustentar el fallo, el a quo aseguró que, si bien se encuentra probado que el 9 de febrero de 1998, la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo falleció “cuando recibía atención médica por parte del I.S.S.” (fl. 269, c. 1), de conformidad con las pruebas que obran en el plenario, particularmente con el resumen de la historia clínica aportado por la entidad demandada, el concepto y el testimonio del médico adscrito a ésta, Bernardo Uribe García, aunados a “la declaración del Dr. Jhon Jairo Ruiz Alzate indicando que la señora Luz Adriana Marulanda, quien fuera su paciente, tenía antecedentes de problemas quísticos desde su infancia cuando se le aplicaba droga intramuscular” (fl. 269, c. 1), se concluye que el I.S.S. prestó la atención médica debida a la paciente y que, por tanto, su muerte no le es imputable. 

7. Recurso de apelación

El día 16 de febrero del año 2001 (fl. 274, c. ppal.), la parte demandante interpuso recurso de apelación contra la sentencia aludida anteriormente
. En el escrito de sustentación (fls. 278 a 283, c. ppal.) indicó que, a diferencia de lo considerado por el a quo, la muerte de la señora Marulanda Jaramillo sí es imputable al I.S.S., porque, a su juicio, está demostrado que (i) “el tratamiento que dio origen a la infección que al final cobró la vida de Luz Adriana” (fl. 279, c. ppal.) fue suministrado por el I.S.S., (ii) solo dos días antes del deceso la entidad determinó la bacteria que aquejaba a la víctima, “cuando ya existía una destrucción absoluta de las defensas normales del organismo” (fl. 279, c. ppal.) y a pesar de que estuvo sometida durante siete meses a un tratamiento con antibióticos, (iii) hubo demora en realizar la intervención quirúrgica mediante la cual le extrajeron el tejido que había hecho necrosis, como resultado de la infección de origen bacteriano, (iv) “la ausencia [en el I.S.S.] de personal médico especialista para el tratamiento oportuno” (fl. 282, c. ppal.) y (v) la declaración rendida en primera instancia por el médico neurólogo Bernardo Uribe García, quien manifiesta que la única causa posible de absceso por el enquistamiento de una inyección es la falta de adopción de medidas de asepsia adecuadas. 
8. Concepto del Ministerio Público

Mediante escrito presentado el 24 de abril de 2002 (fls. 292 a 306, c. ppal.), el Ministerio Público rindió concepto, para lo cual acogió el criterio expuesto por el tribunal de primera instancia para negar las pretensiones de la demanda. 

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA
1. Competencia 

Esta Corporación es competente para conocer del presente asunto, en virtud del recurso de apelación incoado por la parte demandante contra la sentencia que negó las pretensiones, comoquiera que la cuantía de la demanda corresponde a la exigida en vigencia del Decreto 597 de 1988
, para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa tuviera vocación de segunda instancia.
2. Problema jurídico
De acuerdo con el recurso de apelación interpuesto, la Sala deberá determinar si el daño alegado en la demanda, consistente en la muerte de la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo el 9 de febrero de 1998, como consecuencia de la meningitis bacteriana que le fue diagnosticada, es imputable al I.S.S.

3. Análisis del caso

3.1 El daño
3.1.1 Se encuentra demostrado que el 9 de febrero de 1998, la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo falleció en la Unidad de Cuidados Intensivos del Hospital Santa Sofía del I.S.S. en la ciudad de Manizales, porque de ello da cuenta el registro civil de defunción n.° 2281909 expedido el mismo día por la Notaría Primera del Círculo de Manizales (fl. 7, c. 1) y el documento “resumen de la historia clínica” (fls. 181 a 183, c. 1) aportado al proceso por la entidad demandada.
3.1.2 También está debidamente acreditado que la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo era hija de la señora Amparo Jaramillo, pues así constan en el registro civil de nacimiento expedido el 27 de octubre de 1997 por la Notaría Primera del Círculo de Chinchiná, Caldas (fl. 4, c. 1).
3.1.3 Además, se encuentra probado que la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo era la madre de la menor Manuela Alarcón Marulanda, según se lee en el registro civil de nacimiento expedido el 16 de junio de 1998 por la Notaría Primera del Círculo de Chinchiná, Caldas (fl. 6, c. 1).
3.1.4 Así mismo, está demostrado que el señor Álvaro Alarcón Tavera era compañero permanente de la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo, pues, de acuerdo con la declaración rendida por el señor Heriberto Alarcón Tavera el 28 de octubre de 1999 ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Caldas
, los señores Álvaro y Luz Adriana vivían bajo el mismo techo, lo que permite inferir la existencia de una comunidad de vida entre ellos.

En este punto, es preciso tener en cuenta que el 13 de septiembre de 1999 (fls. 10 a 14, c. 2), la señora Dora Nelcy Correa Zuleta, quien dijo haber realizado varias curaciones a la señora Marulanda Jaramillo en razón de sus padecimientos en el glúteo izquierdo, afirmó ante el Juzgado Primero Civil Municipal de Chinchiná, que la víctima vivía solamente con su madre y su menor hija
. 
A juicio de la Sala, la declaración del señor Heriberto Alarcón Tavera tiene plena credibilidad, sin que con ello se entienda que la señora Correa Zuleta dijo algo diferente a lo que vio cuando iba a visitar a la señora Marulanda, comoquiera que, dada su condición de familiar de la víctima y de los demandantes, es claro que conocía con más exactitud, que la señora Correa, con quién vivía la señora Marulanda
. Además, la Sala no observa un interés directo de su parte que conduzca a que se pueda calificar su testimonio de sospechoso para rechazarlo y tampoco fue tachado por este motivo por la parte demandada
.
3.1.5 De este modo, comoquiera que se encuentra probado que el daño objeto de reproche, pasa la Sala a determinar si el mismo es imputable al I.S.S. y, por tanto, a resolver si es menester revocar la sentencia de primera instancia que negó las pretensiones de la demanda. 
3.2 La imputación

3.2.1 De acuerdo con el artículo 90 de la Constitución Política, “[e]l Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”. Al respecto, esta Corporación ha precisado que aunque el ordenamiento jurídico no prevé una definición de daño antijurídico, éste hace referencia a “la lesión de un interés legítimo, patrimonial o extrapatrimonial, que la víctima no está en la obligación de soportar, que no está justificado por la ley o el derecho
”.
3.2.2 Ahora bien, la jurisprudencia ha sostenido de manera reiterada que, tratándose de la responsabilidad del Estado por la prestación de servicios de salud
, el demandante deberá probar la concurrencia de “tres elementos fundamentales: 1) el daño antijurídico sufrido (…), 2) la falla del servicio propiamente dicha, que consiste en el deficiente funcionamiento del servicio, porque no funcionó cuando ha debido hacerlo, o lo hizo de manera tardía o equivocada, y finalmente, 3) una relación de causalidad entre estos dos elementos, es decir, la comprobación de que el daño se produjo como consecuencia de la falla del servicio
”.  
3.2.3 Para resolver el problema jurídico formulado, respecto de la demostración del nexo de causalidad entre el daño y la actividad médica, es preciso tener en cuenta dos criterios esenciales considerados por la jurisprudencia. El primero de ellos tiene que ver con la relevancia de la prueba indiciaria, sobre la cual se ha sostenido que: “se puede echar mano de todos los medios probatorios legalmente aceptados, cobrando particular importancia la prueba indiciaria que pueda construirse con fundamento en las demás pruebas que obren en el proceso
”, de manera que, por ejemplo, de “la renuencia a suministrar la historia clínica, o hacerlo de manera incompleta, o no documentar datos relevantes de la prestación médica, puede inferirse el interés de la parte de ocultar un hecho que le resulta adverso a sus intereses
” (subraya fuera del texto).

3.2.4 El segundo, da respuesta a la cuestión de a quién corresponde demostrar la causalidad, así: 

“[L]a demostración de la falla en la prestación del servicio médico asistencial será carga de la parte demandante, a menos que aquélla resulte extraordinariamente difícil o prácticamente imposible y dicha carga se torne, entonces, excesiva. Sólo en este evento y de manera excepcional, será procedente la inversión del deber probatorio, previa la inaplicación del artículo 177 del Código de Procedimiento Civil -que obligaría a la parte actora a probar siempre el incumplimiento por el demandado de su deber de prestar debidamente el servicio mencionado-, por resultar la regla en él contenida, en el caso concreto, contraria a la equidad, prevista en el artículo 230 de la Constitución Política como criterio auxiliar de la actividad judicial
.
” (subraya fuera del texto). 
Con base en la disposición constitucional indicada y la jurisprudencia referida, procede la Sala a resolver el problema jurídico planteado.

3.3 Estudio del caso concreto 

La Sala considera que el daño alegado en la demanda, consistente en la muerte de la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo el 9 de febrero de 1998, como consecuencia de la meningitis bacteriana que le fue diagnosticada, es imputable al I.S.S., por las razones que pasan a explicarse. 

3.3.1 En efecto, la Sala encuentra que, tal y como lo sostuvo el Ministerio Público (cfr. fls. 233 a 246, c. 1), en la demanda se solicitó que “médicos adscritos a Medicina Legal Laboral, Seccional Caldas, o en su defecto, peritos médicos que no tengan vínculos con el I.S.S.” (fl. 80, c. 1), con base en la historia clínica de la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo, dictaminaran sobre la idoneidad de la atención médica suministrada a la mencionada señora y la relación entre la causa de la muerte -meningitis bacteriana- y el servicio de salud suministrado por el I.S.S. desde el día en que la paciente acudió por primera vez a la entidad, luego de que le fuera aplicada una inyección en el glúteo izquierdo.
A su turno, con la contestación, el I.S.S aportó la historia clínica referida (fls. 96 a 180, c. 1) junto con dos certificados en los que se señaló que la copia del documento fue tomada del original (fls. 146 y 180, c. 1) y dos documentos, uno denominado “resumen de la historia clínica” (fls. 181 a 183, c. 1), suscrito por el neurólogo clínico Bernardo Uribe García, trabajador de la Sucursal Caldas -según se lee al pie de la firma- y otro titulado “Análisis de la historia clínica de la paciente Luz Adriana Marulanda Jaramillo” (fls. 185 a 189, c. 1), sin rubricar.
En correspondencia con lo anterior, mediante auto de pruebas proferido el 21 de julio de 1999 (fls. 201 a 203, c. 1), el Tribunal Contencioso Administrativo de Caldas decretó “el dictamen pericial solicitado en la demanda (fl. 80), por parte del Instituto de Medicina Legal Seccional Manizales, para que se sirva de dictaminar sobre lo pedido en los literales a) a g) del capítulo de pruebas de la demanda” (fl. 202, c. 1).
Al observar que la prueba indicada en precedencia no fue practicada, en autos del 8 de noviembre y 12 de diciembre de 2011 (fls. 309 y 312, c. ppal.) y de 23 de enero de 2012 (fl. 315, c. ppal.), se requirió al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses-Seccional Manizales para que, con base en la copia de la historia clínica que el I.S.S. aportó al proceso con la contestación de la demanda, diera cumplimiento a la providencia de pruebas del 21 de julio de 1999, por lo que en oficio remitido al despacho el 7 de marzo de 2012 (fls. 317 y 317 A, c. ppal.), el Instituto requerido señaló:

“1. La letra es ilegible en los folios 8 reverso, 9, 10, 12 reverso, 15, 22, 23, 26, 27, 28, 29, 30, 47, 99 reverso, 100, 101, 102, 104 reverso, 105, 107, 123, 130, 135. Además de esto, muchos de los folios presentan doble numeración, siendo ilegibles los siguientes 47-120, 135-75, 137-79, 140-85, 140-86, 141-88, 143-91, 145-95, 2 reverso-147, 147-95. Lo ilegible de la letra es tanto en las evoluciones médicas como de enfermería, bien sea porque la letra es ilegible per sé por la caligrafía de quien escribe o por la calidad de la fotocopia, lo que no permite tener una visión completa del caso, que como usted comprenderá, es fundamental para pronunciarse de fondo y más en un caso de responsabilidad médica.
2. Muchas de las fotocopias son idénticas en diferentes partes del expediente y con diferente numeración vg. folio 25 reverso con la 148-3, mostrando un completo desorden del expediente que no ayuda en el análisis del documento.

3. Aunque se aporta un resumen en medio mecanográfico legible, se hace evidente que al revisar los folios originales se omiten múltiples apartes importantes de los mismos, vg. no aparecen notas del 14 de enero de 1998 al 7 de febrero de 1998, por lo que la percepción que queda de dicho resumen es que es lacónico e incompleto. Además de esto tiene errores, como ocurre en la fecha, la cual no corresponde con lo escrito en la historia clínica original. 

4. Faltan los folios 32, 34, 36, 38, 39, 40 y hay ausencia de folios del número 67 a 96.

Por todo lo anterior, me permito solicitarle respetuosamente, se adelanten por parte de su despacho todas las acciones encaminadas a designar a las entidades de salud que atendieron a la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo, para que se realice la trascripción mecanográfica de la totalidad de su historia clínica y se allegue a nuestras oficinas en estricto orden cronológico desde su consulta inicial hasta la última consulta del paciente, esto con el fin de proceder al análisis del documento en cuestión y posterior asignación al médico perito que resolverá de fondo el cuestionamiento enviado por su despacho” (subraya fuera del texto).

En consecuencia, mediante auto del 26 de abril de 2012 (fl. 451, c. ppal.), se ofició al I.S.S. para que enviara con destino al presente juicio, “una trascripción mecanográfica COMPLETA Y ORDENADA de la historia clínica de la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo”, solicitud que fue contestada en los siguientes términos por la entidad demandada (fl. 453, c. ppal.): 

“[A]l I.S.S Seccional Caldas no le es posible suministrarles transcripción mecanográfica de la referida historia clínica pues para ello se precisa de personal administrativo (secretaría clínica) o asistencial, capacitado específicamente, del cual no dispone el I.S.S. desde junio 26 de 2003, puesto que en virtud de lo establecido en el Decreto 1750 de esa fecha, se escindió del I.S.S. la vicepresidencia de prestación de servicios de salud, todas las clínicas y todos los centros de atención ambulatoria.

Así mismo, les informamos que copia íntegra de la historia clínica de la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo, C.C. (…), fue aportada con la contestación de la demanda” (subraya fuera del texto).  
3.3.2 Del expuesto hasta aquí, la Sala concluye que (i) de manera injustificada e inexplicable, el I.S.S. aportó copia incompleta de la historia clínica de la paciente, (ii) los folios que remitió son en su mayoría ilegibles y repetidos y (iii) en franco desconocimiento del artículo 242 del C.P.C.
, se negó a allegar una trascripción mecanográfica completa y ordenada de ese documento, lo que impidió el examen de la historia clínica por personal médico independiente, situaciones estas que fueron advertidas por la Sala al revisar el expediente por primera vez, es decir, antes de insistir en la práctica de la prueba decretada por el a quo el 21 de julio de 1999.

Lo anterior tiene efectos de suma gravedad para inferir que el I.S.S. es responsable de la muerte de la señora Marulanda, habida cuenta que la historia clínica y su examen técnico por personal especializado ajeno al instituto, constituían la prueba esencial para juzgar la idoneidad y calidad de la atención médica y hospitalaria suministrada por la entidad prestadora de servicios de salud a la víctima y, por ende, determinar si hubo relación de causalidad entre el daño, en este caso la muerte de la paciente, y el obrar del centro asistencial.  En este sentido, es claro que, si bien al tenor del artículo 177 del C.P.C., la demostración de las deficiencias en la prestación del servicio médico concernía a la parte demandante, la entrega completa y ordenada de la historia clínica, por encontrarse en su poder, correspondía al I.S.S., pues con aquella probaba que su actuación fue acorde con las exigencias de la ciencia médica (cfr. sentencia de 22 de abril de 2004
, citada en el fundamento 3.2.4 de esta sentencia). 

En este punto, es preciso señalar que, en atención a lo dispuesto en el artículo 95.7 de la Constitución
, el respeto de los principios procesales de economía, celeridad y eficacia también es exigible a las partes y demás sujetos procesales, de manera que, en procura de su acatamiento y en aras del principio de lealtad procesal, quienes participan en un proceso judicial están llamados a cumplir con probidad y prontitud las cargas que para el efecto impone el ordenamiento jurídico. De este modo, aunque el artículo 177 del C.P.C. impone a la parte demandante el deber de probar los hechos objeto de su reclamación, lo cierto es que en nada contradice al ordenamiento jurídico que la parte demandada aporte todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, pues ello no riñe con las cargas que en este ámbito fueron asignadas por el legislador al demandante, ni con el derecho fundamental al debido proceso de la parte pasiva de la litis.

Ahora bien, en correspondencia con lo dicho en precedencia, la Sala encuentra que, como ya se indicó en el fundamento 3.2.3 de esta sentencia, la jurisprudencia de esta Corporación ha sostenido que de “la renuencia a suministrar la historia clínica, o hacerlo de manera incompleta, o no documentar datos relevantes de la prestación médica, puede inferirse el interés de la parte de ocultar un hecho que le resulta adverso a sus intereses
”, criterio jurisprudencial que reviste importancia vital para resolver el presente caso, por las razones que se desarrollan en seguida.

3.3.2.1 La Sala observa que, extrañamente, en la copia de la historia clínica allegada al proceso por el I.S.S. se omitieron los folios correspondientes a la atención médica prestada ente julio y agosto de 1997, es decir, en los meses posteriores a la aplicación de la inyección, remitiendo solo dos anotaciones del mes de septiembre que rezan “sept. 17-97: historia de inyección en glúteo izquierdo que hizo absceso, el cual habían drenado. || sept. 22-97: desbridamiento. Biopsia úlcera glútea izquierda. No tiene paraclínicos. Egresa el 24 de septiembre de 1997” (fl. 358, c. ppal.) y entre el 22 de septiembre de 1997 y el 14 de enero de 1998, esto es, a menos de un mes del deceso, aunque como se verá más adelante, está demostrado que la señora Marulanda sí acudió al I.S.S. en ese período. 
3.3.2.2 Sin embargo, de ser cierta la afirmación del I.S.S. consistente en que con la contestación remitió “copia íntegra”  (fl. 453, c. ppal.) de la historia clínica de la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo y, por tanto, en caso de que se descartara que la parte demandada tiene interés en ocultar información adversa a sus intereses, surgen para la Sala dos interrogantes: partiendo de que efectivamente la historia clínica remitida revela la atención prestada a la señora Marulanda Jaramillo, (i) de qué manera el I.S.S. prestó atención médica a la señora Marulanda, si desconocía todos los antecedentes de su estado de salud, pues la historia clínica no los revela, y (ii) de dónde obtuvo la información médica para sostener en el documento “Análisis de la historia clínica de la paciente Luz Adriana Marulanda Jaramillo” (fls. 185 a 189, c. 1) que, entre el 22 de septiembre de 1997 y el 14 de enero de 1998,

“[La] evolución postoperatoria [de la señora Marulanda] fue satisfactoria, según anotaciones del cirujano y del grupo de enfermeras que la asistió durante este tiempo. Inclusive en todas ellas se refiere su ‘buen estado general, buen apetito y buen dormir’. La temperatura mostró completa normalidad. A su alta hay instrucciones precisas para continuar curaciones diarias en Chinchiná.

Lo anterior no explica por qué en el folio de hechos decimoséptimo [de la demanda, se dice que] ‘Luz Adriana estuvo viajando a Manizales por espacio de mes y medio’.

Solo a principios de diciembre es nuevamente valorada por cirugía General en consulta externa (a pesar de no tener cita previa) fue interconsultada (sic) directamente a cirugía plástica con el Dr. Edison Quintero, quien inmediatamente la atiende (sin cita previa) y decide manejo inicial con colagenasa tópica, con control en diez días, tiempo posterior en el que le adjudican sus vacaciones, motivo por el cual solo es valorada después de la primera semana de 1998. Pero lo anterior no indica nunca que la paciente fue desatendida ya que siempre que ella recurrió a la Clínica Villapilar fue atendida por el Dr. Fernando García, pero dado que la única queja de la paciente era el dolor en zona glútea izquierda, sin signos de sepsis o deterioro general, se optó por esperar el Concepto del Dr. Edison  Quintero (cirujano plástico)” (fls. 185 y 186, c. 1).
3.3.2.2.1 Frente a la primera cuestión, se repite, solo bajo el entendido de que, en efecto, el I.S.S. haya aportado al proceso “copia íntegra” de la historia clínica de la víctima, la Sala considera que resulta a todas luces contrario a la prestación de un servicio de salud en condiciones de calidad, idoneidad y respeto por el paciente, el hecho de que entre el 14 de enero y el 9 de febrero de 1998, el I.S.S. hubiera suministrado atención médica a la señora Marulanda con base en una historia clínica en la que, dado el desorden en su transcripción y la ausencia de relación espaciotemporal que denota, resultaba imposible emitir un diagnóstico adecuado y proporcionar el tratamiento debido, comoquiera que se desconocían los antecedentes de la paciente y los servicios prestados entre julio y agosto de 1997 y el 22 de septiembre de 1997 y el 14 de enero de 1998. Con apoyo en la jurisprudencia, a similar conclusión se llegó en sentencia de 9 de febrero de 2011
: 

“[E]sta Sala se ha pronunciado respecto de -y ahora reafirma- la necesidad de elaborar historias clínicas claras, fidedignas y completas, las cuales permitan garantizar el adecuado seguimiento y el acierto en el diagnóstico y en la atención de los pacientes, así como también el pertinente control posterior, tanto interno por parte del centro médico asistencial, como externo por parte de entidades de vigilancia o del propio juez, de suerte que se haga posible el conocimiento y la fiscalización efectiva del proceder de los galenos, tal como resulta necesario dentro de los procesos a los cuales da lugar el ejercicio de la acción de reparación directa por parte de los ciudadanos que se sienten perjudicados por la acción o la omisión de las instituciones que prestan este tipo de servicios o del personal a su cargo. En la anotada dirección se ha aseverado lo siguiente: 
‘No debe perderse de vista que el sólo transcurso del tiempo entre el momento en que se presta el servicio y aquél en el que la entidad debe ejercer su defensa, aunado además a la imposibilidad de establecer una relación más estrecha entre los médicos y sus pacientes, hace a veces más difícil para la entidad que para el paciente acreditar las circunstancias en las cuales se prestó el servicio. Por eso, el énfasis debe centrarse en la exigencia institucional de llevar las historias clínicas de manera tan completa y clara que su solo estudio permita al juez, con la ayuda de peritos idóneos si es necesario, establecer si hubo o no responsabilidad estatal en los daños que aduzcan sufrir los pacientes como consecuencia de la prestación del servicio médico. La desigualdad que se presume del paciente o sus familiares para aportar la prueba de la falla, por la falta de conocimientos técnicos, o por las dificultades de acceso a la prueba, o su carencia de recursos para la práctica de un dictamen técnico, encuentran su solución en materia de responsabilidad estatal, gracias a una mejor valoración del juez de los medios probatorios que obran en el proceso, en particular de la prueba indiciaria, que en esta materia es sumamente relevante, con la historia clínica y los indicios que pueden construirse de la renuencia de la entidad a aportarla o de sus deficiencias y con los dictámenes que rindan las entidades oficiales que no representan costos para las partes’
 (subraya la Sala).

En la misma dirección anotada, en otro pronunciamiento en el cual se abordó idéntico extremo, la Sala manifestó:

‘Como se anotó al analizar la situación probatoria, no existe constancia en la historia clínica de que el paciente hubiera sido tratado por médicos especialistas. Y aunque obran en el proceso varios testimonios que podrían llevarnos a una conclusión diferente, resulta sorprendente que ningún registro se dejara en la historia. En relación con este punto, es necesario tener en cuenta que, como se anotó anteriormente, en los cuadros de diagnóstico clínico, como lo es el de apendicitis, el seguimiento de la evolución del paciente es fundamental, para lo cual es imprescindible contar con una historia clínica clara y completa, sobre todo si, como ocurrió en este caso, el paciente es siempre valorado por un médico diferente al que lo examinó anteriormente. Se observa, además, que varios apartes de la historia del hospital resultan prácticamente ilegibles. Se ha dicho al respecto que, en la medicina moderna, el carácter completo y permanente de la historia clínica es condición de calidad de los cuidados médicos o de la correcta asistencia facultativa’
 (subraya la Sala)”
.  
3.3.2.2.2 Y con relación a la segunda pregunta atrás formulada, es decir, de dónde obtuvo el I.S.S. la información para realizar el “Análisis de la historia clínica de la paciente Luz Adriana Marulanda Jaramillo”, la Sala considera que lo allí indicado prueba que el I.S.S. sí aportó al proceso copia incompleta del proceso, de lo que infiere que la información contenida en el análisis referido no es del todo veraz y que, en consecuencia, el I.S.S. sí tiene interés en ocultar información adversa a sus intereses, como por ejemplo, que sencillamente, entre el 22 de septiembre de 1997 y el 14 de enero de 1998, aunque sí la solicitó, la paciente no recibió atención médica
. 
En efecto, aunque como se trascribió, en el  “Análisis de la historia clínica de la paciente Luz Adriana Marulanda Jaramillo” se dice que entre el 22 de septiembre de 1997 y el 14 de enero de 1998, la paciente fue atendida por el médico Fernando García, en razón de que su médico tratante Edison Quintero se encontraba en vacaciones, lo cierto es que a folios 17 y 18 del cuaderno dos (2) del expediente obra el oficio n.° D.C.C.-0060-99-, enviado el 21 de septiembre de 1999 por el coordinador del departamento de clínicas quirúrgicas, señor Jorge Eduardo Valencia Merchán, al gerente del I.S.S.-Sucursal Caldas, señor José Hernán Mejía López, en el que relaciona los cirujanos plásticos que prestaron sus servicios en la Clínica Villapilar entre noviembre y diciembre de 1997, encontrándose el médico Edison Quintero, situación que descarta que éste se encontrara en vacaciones y que por ello no pudo atender a la señora Marulanda durante los últimos meses de 1997 y la primera semana de 1998. 
Adicionalmente, sobre el precario estado de salud de la señora Luz Adriana por esa época y la conducta omisiva del I.S.S. frente a las solicitudes de la paciente para que se le suministrara atención médica, en el expediente obran dos pruebas: el oficio n.° 378-97 dirigido el 9 de septiembre de 1997 al I.S.S. por la gerente de relaciones industriales de la empresa Manisol S.A., señora María del Pilar Robledo -para la cual laboraba la víctima al momento de los hechos (cfr.  fl. 2, c. 2)-, en la que se indica (fl. 68, c. 1):

“Con la presente solicitamos su colaboración para que nuestra colaboradora: Luz Adriana Marulanda, con afiliación n.° (…), operaria de nuestra empresa en esa ciudad [Chinchiná], se le preste la atención médica que requiere, ya que en las condiciones de salud en que se encuentra consideramos que no está apta para trabajar.

A la señora Marulanda el Dr. Jhon Jairo Ruíz le practicó una pequeña cirugía que le ha traído consecuencias secundarias, lo que ha conllevado hospitalización e incapacidad, pero su recuperación ha sido muy lenta, a lo que según el médico tratante aduce no darle más incapacidad porque según su criterio, la señora Marulanda tiene pereza de trabajar, advirtiéndole además que no volviera a pedir cita porque no la atendería.

Por lo anterior, muy comedidamente le pedimos se sirva de evaluar el estado de salud de nuestra trabajadora y ordenar el tratamiento adecuado para su total recuperación” (subraya fuera del texto). 
Lo anterior fue reiterado el 28 de septiembre de 1999 por la misma señora ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Caldas (fls. 5 a 7, c. 2), así:

“Preguntado: hágale un recuento al tribunal sobre lo que le conste acerca de la situación por la que atravesó la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo relacionada con una enfermedad que padecía y que, al parecer, le ocasionó la muerte, ello como resultado de un tratamiento adelantado por el I.S.S. Contestó: yo estaba como jefe de relaciones industriales de Manisol, teníamos a cargo todo lo que era la planta de Manizales y Chinchiná. Luz Adriana era operaria de la Planta de Manisol Chinchiná, hasta donde supe nunca habíamos tenido ningún problema con ella de incapacidad o salud, o sea una niña relativamente muy sana, fue triste cuando ella murió. Todo empezó con una inyección que le aplicaron y desde eso ella empezó muy regular y empezó a tener incapacidades. Cuando nosotros supimos el caso (…) Adriana nos decía que ella estaba siendo atendida por el médico, el doctor Jhon Jairo Ruíz, nosotros sabíamos que la niña físicamente no podía trabajar, pero el médico no le daba ninguna incapacidad, ella estuvo algunos días trabajando y de verdad que uno no entiende cómo lo hacía. (…). Ella ya empezó de para atrás en muy poquito tiempo, ya enviamos nosotros la carta al I.S.S. al doctor Fabio Giraldo, coordinador del I.S.S. en Chinchiná para que nos colaborara con la atención de esta niña; por lo que ella decía, Adriana, era que el médico era demasiado displicente con ella, que le decía que él ya no la quería volver a ver por allá, que no la quería atender más, pero al poco tiempo falleció ella (…). (…) Preguntado por la apoderada de la parte demandante: sabe usted qué síntomas presentaba Luz Adriana que le dificultaban laborar? Contestó: dolor, ella en la parte de la cadera empezó a supurar, no le sanaba, entonces los síntomas además de dolor muy fuerte, es lo que se puede sentir cuando uno tiene una herida, que es mucho desaliento, empezó a perder peso en muy poquito tiempo” (subraya fuera del texto).  
3.3.2.3 Ahora bien, la Sala encuentra que la conducta omisiva del I.S.S. frente a los padecimientos de salud de la señora Marulanda Jaramillo, también fue referida el 5 de octubre de 1999 por el médico neurólogo Bernardo Uribe García ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Caldas (fls. 1 a 7, c. 3), en tanto señaló que la infección que la víctima padecía en el glúteo izquierdo, generada por la falta de medidas adecuadas de asepsia cuando se le aplicó una inyección -la cual, como ya se indicó, no fue debidamente atendida por la entidad, conclusión a la que se llega bien sea porque se considere que la entidad está ocultando información importante para el proceso o porque se acepte que atendió a la paciente con base en una historia clínica incompleta y desordenada-, se diseminó por todo el cuerpo, lo que, por una condición inmunodepresora de base no diagnosticada, causó la meningitis bacteriana que provocó el deceso:

“Preguntado: dentro de las causas probables de meningitis bacteriana como la padecida por la paciente Luz Adriana Marulanda Jaramillo, está la de un absceso de glúteo como el que ella presentó a raíz de la aplicación de una inyección? Contestó: (…) las causas más frecuentes de la cuales se puede provenir una meningitis son de origen en la vía aérea y en el oído, pero en este caso en especial la paciente tenía una infección activa en un tejido del cuerpo que aunque distante del sistema nervioso central, podía pasar a la sangre e infectarlo, existía una condición en esta paciente de alteración en su sistema inmunológico o de defensa que hace probable que fácilmente la infección en el glúteo se haya podido diseminar a todo el cuerpo y desembocar en una meningitis. (…) es muy raro que ocurra meningitis cuando hay focos de infección sobre el nivel de la piel o de los músculos, pero se da porque hay un caso, este. Preguntado por el apoderado de la parte demandante: sírvase precisar cuáles son las posibles consecuencias del enquistamiento o infección que produce una inyección intramuscular? Contestó: el término a mi parecer correcto es la presencia de un absceso secundario a una inyección intramuscular, las consecuencias pues lógicamente serán todas referidas a problemas de tipo infeccioso, necrosis de los tejidos blandos, lesiones severas de los órganos adyacentes al absceso, septicemias, o sea infecciones generalizadas en todo el cuerpo, alteración del estado físico general de la persona en todas las áreas, en las afectivas, nutricionales. Preguntado: sírvase manifestarnos y de acuerdo con el análisis que tuvo oportunidad usted de realizar sobre la historia clínica de la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo, cuáles de estas consecuencias señaladas por usted en respuesta inmediatamente anterior se vislumbran en dicho documento? Contestó: en la historia consta al revisarla, las consecuencias a nivel de los tejidos blandos del absceso en relación con la infección como la necropsia, el daño que hubo en la piel y en los tejidos adyacentes al absceso, también consta al analizarla que la paciente evolucionó hacia una infección generalizada que influyó en el sistema nervioso central. (…). Preguntado: su respuesta última significa entonces que de acuerdo con esos hallazgos médicos y la influencia directa sobre el sistema nervioso central y la misma meningitis pudo ser el absceso que tuvo la paciente? Contestó: sí, en mi concepto la paciente hizo una infección generalizada denominada sepsis con compromiso del sistema nervioso central derivada un absceso glúteo y eso derivó en una meningitis. Preguntado: cuáles pueden ser las causas de un absceso en un glúteo al aplicar la inyección? Contestó: la única y principal causa en una mala asepsia, o sea que no se tomen las medidas higiénicas y de desinfección necesaria para la aplicación de la inyección” (subraya fuera del texto). 
En similar sentido, el día 19 del mismo mes (fls. 8 a 12, c. 3), el médico general Jhon Jairo Ruiz Alzate manifestó ante el a quo que: 

“Preguntado por la señora procuradora delegada: la infección presentada por la paciente como consecuencia del absceso en glúteo, concomitante con una disminución del sistema inmune, puede generar la meningitis? Contestó: sí, es más, aunado a otros factores como el estrés hospitalario, en el que los gérmenes hospitalarios son mucho más patógenos que los gérmenes callejeros, todo esto sumado puede hacer que la infección se presente mucho más fácil y con consecuencias mucho más severas que en una persona normal” (subraya fuera del texto).  
3.3.3 De todo lo expuesto, la Sala concluye que el daño alegado en la demanda, consistente en la muerte de la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo el 9 de febrero de 1998, como consecuencia de la meningitis bacteriana que le fue diagnosticada, es imputable al I.S.S., habida cuenta que (i) aunque no se encuentra acreditado que el instituto aplicó la inyección que generó la infección, sí está probado que ésta no fue atendida adecuadamente por la entidad, conclusión a la que se llega bien sea porque se considere que la demandada está ocultando información importante para el proceso o porque se acepte que atendió a la paciente con base en una historia clínica incompleta y desordenada, situación de la que se infiere que, no contaba con elementos suficientes para emitir un diagnóstico adecuado y proporcionar el tratamiento médico debido y (ii) se encuentra plenamente demostrado que frente a la infección padecida por la señora Marulanda, el I.S.S. asumió una conducta omisiva y displicente, comoquiera que le negó su derecho de solicitar citas médicas y a recibir atención especializada, bajo el argumento de que lo que ella tenía era “pereza de trabajar” y con la excusa de que su médico tratante estaba en período de vacaciones, lo que no era cierto. 
3.3.4 Por lo anterior, la Sala revocará la sentencia proferida el 29 de diciembre de 2000 por el Tribunal Contencioso Administrativo de Caldas, Sala Segunda de Descongestión, Sede Medellín, y, en su lugar, condenará al I.S.S. a pagar a las demandantes las indemnizaciones que se indican a continuación.

4. La indemnización por perjuicios

4.1 La indemnización por el perjuicio moral

4.1.1 En la demanda se solicitó, a título de perjuicio moral, el pago de 1000 gramos de oro a favor de la señora Amparo Jaramillo Castro, el señor Álvaro Alarcón Tavera y la menor Manuela Alarcón Marulanda, en virtud de su calidad de madre, compañero permanente e hija de la occisa, respectivamente, pretensión a la que se accederá. 
4.1.2 Sobre la indemnización del perjuicio moral, de acuerdo con el criterio que ha sido adoptado por la Sala desde la sentencia del 6 de septiembre de 2001 -expediente 13232-, la demostración del padecimiento de un perjuicio moral en su mayor grado debe ser indemnizada con una suma equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes. Al respecto, es procedente que la Sala fije en salarios mínimos la indemnización de perjuicios de orden moral, con aplicación de la facultad discrecional que le asiste frente a estos casos
, de conformidad con los siguientes parámetros
: (i) la indemnización se hace a título de compensación, más no de restitución ni de reparación
; (ii) la tasación debe realizarse con aplicación del principio de equidad previsto en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998; (iii) la determinación del monto debe estar sustentada en los medios probatorios que obran en el proceso y que están relacionados con las características del perjuicio; y (iv) debe estar fundamentada, cuando sea del caso, en otras providencias para garantizar el principio de igualdad.
4.1.3 Por lo anterior, la Sala considera que es procedente reconocer a favor de las demandantes una indemnización por concepto de perjuicio moral, pues de conformidad con la jurisprudencia de la Sección Tercera, el parentesco en primer y segundo grado de consanguinidad, el cual por mandato de la ley se acredita con el registro civil de nacimiento
, constituye un hecho probado al partir del cual se infiere, con ayuda de las reglas de la experiencia, el dolor que padecen el compañero permanente, los padres, hijos, hermanos, abuelos y nietos de la persona que sufre un daño, en razón de las relaciones de afecto que, por regla general, existen entre quienes se encuentran en los grados de consanguinidad referidos. 

4.1.4 Así, con fundamento en lo decidido en casos similares
 y en los registros civiles de nacimiento aportados al proceso (fls. 4 y 6, c. 1), la menor hija
, la madre y el compañero permanente de la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo deben ser indemnizadas con cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes en el momento de ejecutoria del presente fallo, para cada una, suma que, como ya se indicó, es la máxima condena que se impone a favor de los parientes más cercanos de quien falleció por responsabilidad de la administración.

4.2 La indemnización por el daño material

4.2.1 Lucro cesante

En relación con el daño material en la modalidad de lucro cesante, en el folio dos (2) del cuaderno dos (2) del expediente obra certificación expedida el 13 de septiembre de 1999 por el señor Ricardo Germán Gallo, gerente de relaciones industriales de la Compañía Manufacturera Manisol S.A. (N.I.T. n.° 890.801.339-8), en la cual se indica:

“Que la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo, identificada con cédula (…), prestó sus servicios a la Compañía en el cargo de operaria de producción desde el 17 de noviembre de 1992 hasta el 8 de febrero de 1998; durante este tiempo estuvo afiliada al I.S.S. con el n.° (…). Su último sueldo promedio mensual con el cual se hizo la liquidación de prestaciones sociales fue $265.604,61, discriminado así: sueldo mensual básico $230.022, promedio recargo nocturno $12.445,65, Promedio horas extras $1.746,96, auxilio de transporte $21.390. Por prestaciones recibió durante el tiempo que estuvo en la Compañía las establecidas por la Ley. Y extralegales, de acuerdo con lo reglamentado por la Convención Colectiva de trabajo vigente, la cual tiene vigencia de dos años, en la convención de los años 1997-1999, se tuvo por pago extralegal del trabajador lo siguiente: prima de vacaciones para el primer año de vigencia: $159.000, para el segundo año $191.000; prima extralegal de junio, para el primer año $172.000, para el segundo año $207.000; prima extralegal de diciembre, para el primer año: $253.000, para el segundo año $308.000” (subraya fuera del texto).   
Con fundamento en lo anterior y comoquiera que es menester acceder a la pretensión incoada, se tendrá en cuenta los siguientes valores para el cálculo de la indemnización: 

	- Salario básico mensual:  
	$265.604,61

	- Prestaciones sociales legales: 
	$66.401,15 (25% del salario básico mensual)

	- Prestaciones sociales extralegales:
	$58.833


	TOTAL: : 
	$390.838,76


Empero, como el total es inferior al salario mínimo legal mensual vigente a la fecha de la presente providencia ($566.700), éste será tenido en cuenta para efectos de la liquidación de la indemnización, más el 25% por concepto de prestaciones sociales ($141.675), para un total de $708.375. 

4.2.1.1 A favor de la señora Amparo Jaramillo Castro
En concordancia con el registro civil de nacimiento que obra en el folio cuatro (4) del cuaderno (1) del expediente, la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo nació el 13 de octubre de 1970, de manera que para la fecha en que ocurrieron los hechos (9 de febrero de 1998) tenía 27 años, edad que, de acuerdo con las reglas de la experiencia y la jurisprudencia de esta Corporación
, supera a aquella en la que se ha considerado que se deja la casa materna (25 años) para organizar el hogar propio.

Así, dado que se no se cuenta con elementos de juicio que desvirtúen la regla de la experiencia atrás indicada, no se accederá a la pretensión incoada a favor de la señora Amparo Jaramillo Castro.
4.2.1.2 A favor de la menor Manuela Alarcón Marulanda y el señor Álvaro Alarcón Tavera  
Para efecto de la misma, la Sala infiere que la señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo contribuía al sostenimiento de su menor hija y de su compañero permanente con el 75% de sus ingresos, dejando el 25% para sus gastos propios, esto es, con la suma de $531.281:

	$708.375
	–
	25% (para sus gastos propios)
	=
	$177.093 



	$531.281 (75% de los ingresos de la víctima).


	/ 
	2 (compañero permanente e hija)
	=
	$265.640


4.2.1.2.1 Indemnización debida: 


S= Ra (1 + i)n - 1

                i

Para aplicar se tiene:

	S
	=
	Suma a obtener.

	Ra
	=
	Renta actualizada, es decir, $265.640

	I
	=
	Tasa mensual de interés puro o legal, es decir, 0,004867.

	N
	=
	Número de meses transcurridos desde el momento en que ocurrieron los hechos -febrero de 1998- hasta la fecha de aprobación de la presente sentencia -julio de 2012-, es decir, 173 meses. 

	1
	=
	Es una constante.


S = $265.640 (1 + 0,004867)173 – 1

                    ___________________   =  $71.840.583
                                 0,004867

De esta manera, les corresponde a la menor Manuela Alarcón Marulanda y al señor Álvaro Alarcón Tavera, la suma de setenta y un millones ochocientos cuarenta mil quinientos ochenta y tres pesos, a cada uno, por concepto de lucro cesante en la modalidad de indemnización debida, consolidada o histórica.
4.2.1.1.2 Indemnización futura: 

- A favor de la Menor Manuela Alarcón Marulanda 

La Sala observa que para la fecha en que ocurrieron los hechos (9 de febrero de 1998), la menor Manuela Alarcón Marulanda tenía 2 años, cuatro meses y tres días de edad, pues de acuerdo con su registro civil de nacimiento (fl. 6, c. 1), nació el 5 de octubre de 1995.
En este sentido, corresponde liquidar la indemnización futura hasta octubre del año 2020, fecha en que la niña Alarcón Marulanda cumplirá 25 años de edad. Para el efecto, se descontará el número de meses que fueron liquidados en el período consolidado (173), para un total de meses a indemnizar de 99. 

 SHAPE  \* MERGEFORMAT 



Para aplicar se tiene:

	S
	=
	Suma a obtener.

	Ra
	=
	Renta actualizada, es decir $265.640.

	I
	=
	Tasa mensual de interés puro o legal, es decir, 0,004867.

	N
	=
	Número de meses hasta que la menor Alarcón Marulanda cumpla 25 años, menos el tiempo consolidado, es decir, 99 meses.

	1
	=
	Es una constante.


 SHAPE  \* MERGEFORMAT 



De lo anterior se tiene que, el monto total por concepto de lucro cesante para la menor Manuela Alarcón Marulanda es de:

	Indemnización debida:
	Indemnización futura:
	Total lucro cesante:

	$71.840.583
	$20.829.161
	$92.669.744


Con fundamento en lo anterior, se condenará al I.S.S. a pagar a la menor Manuela Alarcón Marulanda, por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, la suma de noventa y dos millones seiscientos sesenta y nueve mil setecientos cuarenta y cuatro pesos ($92.669.744).

- A favor del señor Álvaro Alarcón Tavera
La señora Marulanda Jaramillo nació el 13 de octubre de 1970, por lo que, que para la fecha en que ocurrieron los hechos (9 de febrero de 1998) tenía 27 años de edad, por ende, tenía un período de vida probable o esperanza de vida igual a años 50.64, equivalentes a 607,68 meses
.

Sin embargo, la Sala observa que para la misma fecha, aunque el señor Álvaro Alarcón Tavera, compañero permanente de la víctima, tenía la misma edad (cfr. fl. 5, c. 1), su expectativa de vida es menor: 49.12 años, equivalentes a 589,44 meses
. En consecuencia, se tendrá en cuenta la expectativa de vida probable del señor antes nombrado, por ser ésta menor.
Para el efecto, se descontará el número de meses que fueron liquidados en el período consolidado (173), para un total de meses a indemnizar de 416,44. 

 SHAPE  \* MERGEFORMAT 



Para aplicar se tiene:

	S
	=
	Suma a obtener.

	Ra
	=
	Renta actualizada, es decir $ 265.640

	I
	=
	Tasa mensual de interés puro o legal, es decir, 0,004867.

	N
	=
	Número de meses de vida probable del señor Álvaro Alarcón Tavera, 
menos el tiempo consolidado, es decir, 416,44 meses.

	1
	=
	Es una constante.


 SHAPE  \* MERGEFORMAT 



De lo anterior se tiene que, el monto total por concepto de lucro cesante para el señor Alarcón Tavera es de:

	Indemnización debida:
	Indemnización futura:
	Total lucro cesante:

	$71.840.583
	$47.353.234
	$119.193.817


Con fundamento en lo anterior, se condenará al I.S.S. a pagar al señor Álvaro Alarcón Tavera, por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, la suma de ciento diecinueve millones ciento noventa y tres mil ochocientos diecisiete pesos ($119.193.817).

4.2.2 Daño emergente

Aunque en la demanda se solicitó el reconocimiento de perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente, nada se probó en ese sentido, por lo que no se accederá a la pretensión incoada.  
5. Costas

En atención al artículo 55 de la Ley 446 de 1998, no hay lugar a la imposición de costas. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
III. R E S U E L V E

PRIMERO.- REVOCAR la sentencia proferida el veintinueve (29) de diciembre de 2000 por el Tribunal Contencioso Administrativo de Caldas, Sala Segunda de Descongestión, Sede Medellín, que negó las pretensiones de la demanda.
SEGUNDO.- DECLARAR patrimonialmente responsable al Instituto de Seguros Sociales por los perjuicios morales que sufrieron la señora Amparo Jaramillo Castro, la menor Manuela Alarcón Marulanda y el señor Álvaro Alarcón Tavera, como consecuencia de la muerte de su hija, madre y compañera permanente, señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo, el 9 de febrero de 1998.  
TERCERO.- CONDENAR al Instituto de Seguros Sociales a pagar a la señora Amparo Jaramillo Castro, a la menor Manuela Alarcón Marulanda y al señor Álvaro Alarcón Tavera, por concepto de perjuicios morales, la suma equivalente a cien (100) salarios mínimos mensuales legales vigentes en el momento de ejecutoria del presente fallo, a cada uno.
CUARTO.- DECLARAR patrimonialmente responsable al Instituto de Seguros Sociales por los perjuicios materiales que sufrieron la menor Manuela Alarcón Marulanda y el señor Álvaro Alarcón Tavera, como consecuencia de la muerte de su madre y compañera permanente, respectivamente, señora Luz Adriana Marulanda Jaramillo, el 9 de febrero de 1998.  

QUINTO.- CONDENAR al Instituto de Seguros Sociales a pagar a la menor Manuela Alarcón Marulanda, por concepto de perjuicios materiales, la suma de noventa y dos millones seiscientos sesenta y nueve mil setecientos cuarenta y cuatro pesos ($92.669.744).

SEXTO.- CONDENAR al Instituto de Seguros Sociales a pagar al señor Álvaro Alarcón Tavera, por concepto de perjuicios materiales, la suma de ciento diecinueve millones ciento noventa y tres mil ochocientos diecisiete pesos ($119.193.817).

SÉPTIMO.- El Instituto de Seguros Sociales dará cumplimiento a lo dispuesto en este fallo, dentro de los términos indicados en los artículos 176 y 177 del C.C.A. 

OCTAVO.- Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con  destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el artículo 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.

Todas las comunicaciones que se ordena hacer en esta sentencia serán libradas por el a quo.
En firme esta providencia, REMÍTASE la actuación al tribunal de origen.

	CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

	DANILO ROJAS BETANCOURTH

Presidente 
STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO
Magistrada
RUTH STELLA CORREA PALACIO

Magistrada

	


Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
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� Por medio auto de 19 de enero de 1999 (fl. 90, c. 1), el Tribunal Contencioso Administrativo de Caldas ordenó la notificación de la demanda incoada a I.S.S., diligencia que se surtió el 10 de febrero del mismo año (fl. 93, c. 1)


� Recurso concedido por el a quo el 5 de abril del mismo año (fl. 276, c. ppal.) y admitido por esta Corporación el 26 de julio siguiente (fl. 288, c. ppal.).


� El 19 de noviembre de 1998, fecha en que se presentó la demanda, la cuantía para que un proceso iniciado en ejercicio de la acción de reparación directa tuviera vocación de doble instancia era de $18.850.000 -artículos 129 y 132 del C.C.A. subrogados por el Decreto 597 de 1988- y la mayor de las pretensiones de la demanda fue estimada por el actor en una suma “superior” a $104.000.000, por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante (cfr. fl. 86, c. 1).


� Preguntado: con quién vivía la señora Luz Adriana Marulanda? Contestó: vivía con mi hermano Álvaro” (fl. 50, c. 2).


� “Infórmele a este despacho con quien residía la señora Luz Adriana? Contestó: con doña Amparo Jaramillo y la hija de Luz Adriana” (fl. 13, c. 2). 


� Cfr. sentencia T-717 de 2011 de la Corte Constitucional (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva).


� Cfr. sentencia de 8 de junio de 2011, expediente 20228, C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� Sentencia de 2 de marzo de 2000, expediente 11945, C.P. María Elena Giraldo Gómez.


� Al respecto, se puede consultar, entre otras, las sentencias de 31 de agosto 31 de 2006, expediente 15772, C.P. Ruth Stella Correa; sentencia de 3 de octubre de 2007, expediente 16402, C.P. Mauricio Fajardo Gómez; sentencia de 28 de febrero de 2011, expediente 18515, C.P. Stella Conto Díaz del Castillo; y la sentencia  de 28 de abril de 2011, expediente 20027, C.P.  Danilo Rojas Betancourth.


� Sentencia de 11 de mayo de 2006, expediente 14400, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� Sentencia de 9 de febrero de 2011, expediente 18793, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Ibídem.


� “Sobre la aplicación de la equidad como criterio auxiliar de la actividad judicial, que permite la corrección de la ley para evitar una consecuencia injusta no prevista por el legislador, ver sentencias de la Corte Constitucional C-1547 de 2000 y SU-837 de 2002”.


� Sentencia del 22 de abril de 2004, expediente 15196, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.


� “DEBER DE COLABORACION DE LAS PARTES. Las partes tienen el deber de colaborar con los peritos, de facilitarles los datos, las cosas y el acceso a los lugares que ellos consideren necesarios para el desempeño de su cargo; si alguno no lo hiciere se hará constar así en el dictamen y el juez apreciará tal conducta como indicio en su contra, sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 39”.


� Supra n.° 11.


� “Son deberes de la persona y el ciudadano: || (…) 7. Colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia”.


� Supra n.° 8. 


� Expediente 18793, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� “Nota original de la sentencia citada: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 31 de agosto de 2006, Expediente No. 15772, Consejera Ponente: Ruth Stella Correa Palacio”.


� “Nota original de la sentencia citada: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 10 de febrero de 2000, Expediente No. 11878, Consejero Ponente: Alier E. Hernández Enríquez”.


� “Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 28 de enero de 2009, Radicación No.: 500012331000199203589-01; Expediente No. 16.700”.


� Sobre el particular, en sentencia del 5 de agosto de 2005, expediente 15178, C.P. María Elena Giraldo Gómez, se anotó: “Es de resaltarse que la historia clínica asentada en entidades públicas es un documento público, que da fe, desde el punto de vista de su contenido expreso, de la fecha y de las anotaciones que en ella hizo quien la elaboró (art. 264 del  C. P. C.), y desde el punto de vista negativo, también da fe de lo que no ocurrió, que para este caso revela que al paciente no se le practicó arteriografía. Es por este aspecto que se hace evidente que el daño de la arteria poplítea se detectó casualmente a través de procedimiento quirúrgico realizado pero para solucionar la ‘ruptura cruzado posterior’ de la rodilla izquierda, y no para solucionar el daño de la arteria; está bien claro que no se practicó la arteriografía prueba que habría evidenciado otro daño pero grave y habría dado lugar a un procedimiento quirúrgico inmediato y para realizar la anastomosis. Tal aserto se corrobora con la declaración del médico cirujano general, doctor Salustiano Duarte, quien precisó que fue llamado a atender la urgencia que se descubrió cuando se intervenía al paciente -intraoperatorio-; dijo textualmente ‘fue un hallazgo operatorio’ (prueba 34)” (subraya fuera del texto).


� Sobre el particular se puede consultar la sentencia del 16 de junio de 1994, C.P. Juan de Dios Montes Hernández, expediente 7445; y del 11 de febrero de 2009, C.P. Myriam Guerrero, expediente 14726, entre otras. 


� Los parámetros descritos se encuentran señalados en sentencia de 19 septiembre de 2011, expediente 21350, C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� En sentencia del 6 de septiembre de 2001, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez, expediente 13232, se indicó que esto es así, porque “la suma establecida no se ajustará nunca al monto exacto del perjuicio, pero buscará, de alguna manera, restablecer el equilibrio roto con su ocurrencia (…)”.


� Cfr. Decreto 1260 de 1970 “por el cual se expide el Estatuto del Registro del Estado Civil de las personas”.


� Cfr. sentencia de 29 de enero de 2012, expediente 22742, C.P. Danilo Rojas Betancourth: “[c]on base en lo precedentemente expuesto, esta Sala reconocerá como perjuicio moral a cada uno de los padres la suma equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes, que es la máxima condena que se impone a favor de los parientes más cercanos de quien falleció por responsabilidad de la administración. A los hermanos de éstos la suma de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes”. De igual forma, en sentencia del 18 de febrero de 2010, expediente 17179, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, se indicó: “[l]a Sala reconocerá la indemnización por perjuicios morales en favor de las demandantes, así: un valor equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes a favor de la madre del fallecido y de 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes a favor de cada uno de los hermanos”.


� Sobre el reconocimiento de perjuicios morales a favor de los menores, esta Corporación ha indicado que: “[d]e los menores cabe preguntarse si en razón de su minoría de edad son sujetos ajenos al daño moral. Si se tratara de dolor físico nada obsta para responder afirmativamente. Tratándose de aflicción, angustia daño moral propiamente dicho, en principio pudiera pensarse que la mayor o menor ausencia de conciencia o de conocimiento racional de una situación pudiera afectar tal causación y condigno reconocimiento. Pero lo cierto es que son precisamente los menores los que en un núcleo familiar, con mayor intensidad padecen o se benefician moralmente de las condiciones de su entorno, pues los infantes como ningún otro sujeto son receptores y perciben con mayor agudeza y padecen hasta  inconscientemente los rigores de las calamidades familiares” (sentencia de 2 de diciembre de 1999, expediente 11900, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros). 


� Suma que se obtiene de sumar las prestaciones sociales extralegales y dividir el resultado en los 12 meses del año. 


� Cfr. Sentencia de 26 de octubre de 2011, expediente 22700, C.P. Stella Conto Díaz del Castillo.


� Cfr. Resolución 0497 de 1997, proferida el 20 de mayo de 1997 por la Superintendencia Bancaria, hoy Superintendencia Financiera.


� Ibídem. 





